El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHO DE PETICIÓN / REQUISITOS / SOLICITUD DE CORRECCIÓN DE HISTORIA LABORAL / TRÁMITE QUE DEBE SEGUIRSE / LA ORDEN DE TUTELA NO PUEDE EXTENDERSE A ENTIDADES QUE NO HAN INTERVENIDO EN EL MISMO.
El derecho que se invoca está consagrado en el artículo 23 de la Constitución Política y es catalogado como uno subjetivo de las personas para acudir ante las autoridades o las organizaciones privadas con el fin de obtener se resuelvan las peticiones que ante ellas eleven, que no incluye el derecho a que el pronunciamiento sea en determinado sentido. El ejercicio efectivo de tal derecho implica además el de obtener una pronta resolución. 

La demora en responder o incluso las respuestas evasivas, vagas, contradictorias y en general las que no resulten concretas y por ende, impidan al interesado acceder a la información que solicita o cuando la respuesta lo desoriente o cause incertidumbre respecto a las inquietudes que procura aclarar, violan tal derecho. (…)
La Ley 1755 de 2015, “Por medio de la cual se regula el Derecho Fundamental de Petición y se sustituye un título del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo”, dice en el artículo 13 que toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución; el 14 dice que salvo norma legal especial, toda petición deberá resolverse dentro de los quince días siguientes a su recepción…
… en definitiva a la fecha no se ha resuelto de fondo el asunto como quiera que ninguna información concreta se le ha brindado a la actora en relación con que si el subsidio correspondiente al periodo 2018-03 va a ser incluido en su historia laboral o no.

Así entonces se puede concluir que las entidades llamadas a remediar la lesión causada a la accionante son Colpensiones y la Fiduagraria. La primera, por demorar la remisión de la cuota de cobro aproximadamente dos meses y la segunda, por abstenerse de resolver en tiempo lo que le corresponde, ya que desde cuando la recibió han transcurrido más de tres meses y no se tiene noticia de que haya agotado el trámite para realizar el giro del periodo que resta en la historia laboral de la accionante. (…)
Tal como hasta aquí se ha enunciado la actuación administrativa apenas se encuentra en la segunda de esas etapas, es decir que las entidades encargadas de las demás, esto es la interventora BDO Audit S.A. y los Ministerios de Trabajo y Hacienda y Crédito Público, no han podido intervenir en ella y por tanto no se les puede imputar lesión alguna.
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Acta No. 435 del 16 de septiembre de 2019


Expediente No. 66682-31-03-001-2019-01810-01
Procede la Sala a resolver la impugnación que formuló el Ministerio de Hacienda y Crédito Público frente a la sentencia proferida por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, el pasado 25 de julio, en la acción de tutela que instauró la señora Ana Milena González García contra Colpensiones, a la que fueron vinculados el Presidente, el Vicepresidente de Operaciones, los Directores de Historia Laboral, de Atención y Servicio, de Acciones Constitucionales, de Administración de Solicitudes y PQRS y de Ingresos por Aportes, los Gerentes de Determinación de Derechos y de Defensa Judicial de aquella entidad, los representantes legales de la Sociedad Fiduciaria de Desarrollo Agropecuario -Fiduagraria-, del Fondo de Solidaridad Pensional, del Consorcio Colombia Mayor y de la sociedad BDO Audit S.A. y los Ministros del Trabajo y de Hacienda y Crédito Público.
A N T E C E D E N T E S

1. Relató la apoderada de la accionante los hechos que admiten el siguiente resumen:

1.1 El 18 de febrero de este año, la accionante presentó ante Colpensiones los documentos requeridos para el trámite de corrección de historia laboral. 
1.2 Lo anterior porque en el reporte de semanas correspondiente, no aparece el periodo 2018/03 el cual “había sido cargado bajo la observación de deuda por no pago del subsidio por el Estado”, a pesar de que ese ciclo fue cancelado el 5 de marzo de 2018 bajo la referencia  No. 01N02182420680.
1.3 Como para el pasado 15 de abril la solicitud de corrección no había sido resuelta, “nuevamente se radicó toda la información, insistiendo en la necesidad de requerir mediante cuenta de cobro al Consorcio Colombia Mayor (antes Prosperar) para iniciar el proceso de revisión y giro de los recursos”.

1.4 A la fecha aquel periodo sigue en estado de deuda por falta de pago del subsidio.

1.5 Al preguntar en la sede del Consorcio Colombia Mayor de esta ciudad, le informaron que Colpensiones no ha realizado requerimiento alguno para hacer efectivo ese pago, el cual se requiere de manera urgente para acceder a la pensión de vejez ya que con la inclusión del mencionado ciclo, la actora, quien cuenta con sesenta años de edad, acreditaría un total de semanas de 1.301,29.   
2. Considera lesionado el derecho de petición. Para su protección solicita se ordene a Colpensiones dar respuesta de fondo a las peticiones formuladas el 18 de febrero y el 15 de abril de este año, a efecto de obtener la corrección de la historia laboral y se gestione el pago adeudado ante el Consorcio Colombia Mayor.  
A C T U A C I Ó N      P R O C E S A L

1. Por auto del pasado 12 de julio se admitió la acción y se ordenó la vinculación de los representantes legales de la Sociedad Fiduciaria de Desarrollo Agropecuario Fiduagraria S.A., del Fondo de Solidaridad Pensional y del Consorcio Colombia Mayor y del Presidente, del Vicepresidente de Operaciones, de los Directores de Historia Laboral, de Atención y Servicio y de Acciones Constitucionales y de los Gerentes de Determinación de Derechos y de Defensa Judicial de Colpensiones. Con posterioridad se hizo lo propio con los Directores de Administración de Solicitudes y PQRS y de Ingresos por Aportes de Colpensiones y con el representante legal de la sociedad BDO Audit S.A.  

2. En el trámite de la primera instancia se produjeron los siguientes pronunciamientos: 
2.1 La apoderada de Fiduagraria S.A. manifestó: a) el Fondo de Solidaridad Pensional es una cuenta especial del Presupuesto General de la Nación, administrada, a partir del 1º de diciembre de 2018, por esa fiduciaria; b) el programa de subsidio al aporte, que es una de las dos subcuentas que maneja el fondo, requiere que las personas, además de cumplir otros requisitos, deban estar afiliadas a Colpensiones, entidad esta que genera un talonario con los recibos de pago, el cual es distribuido por la administradora fiduciaria y una vez se realiza el aporte, Colpensiones debe remitir la cuenta de cobro a la fiduciaria para que esta, previa validación, proceda a elaborar la respectiva nómina, la cual debe ser avalada por la interventoría del contrato de encargo fiduciario y por el Ministerio del Trabajo; c) en este caso, la accionante se inscribió al citado programa desde el 1º de diciembre de 2014 y en la actualidad su afiliación se encuentra activa. El 24 de abril último Colpensiones presentó cuenta de cobro por el subsidio pensional correspondiente al ciclo 2018-3, respecto del cual se procederá a adelantar el respectivo proceso de validación, programación de nómina, autorización presupuestal y pago a vigencias presupuestales expiradas. Para esto último, se requiere agotar un trámite administrativo que imposibilita disponer de forma inmediata de los dineros solicitados por la actora, ya que por la devolución del subsidio realizada por Colpensiones, se debía entender que no existía obligación a favor de la citada señora y en consecuencia, el Ministerio del Trabajo debe adelantar una serie de actuaciones ante el Ministerio de Hacienda y Crédito Público para que “se autorice la disposición de los dineros que no se ejecutaron en la vigencia correspondiente”, de conformidad con los Decretos 111 de 1996 y 4836 de 2011 y d) la Fiduagraria carece de legitimación en la causa por pasiva, pues la competencia para atender las solicitudes de corrección de historia laboral radica exclusivamente en Colpensiones.   
2.2 El Jefe de la Oficina Jurídica del Ministerio del Trabajo solicitó se abstenga de acceder a las pretensiones de la demanda hasta tanto se surta el trámite de vigencias expiradas, que consta de los siguientes etapas: cuenta de cobro de Colpensiones, programación y validación del pago de los subsidios realizada por la Fiduagraria, revisión de la interventora BDO Audit S.A. y la autorización del giro por parte de ese Ministerio, ya que la citada fiduciaria no tiene la facultad de ordenar el gasto del Fondo de Solidaridad Pensional.
2.3 La Directora de Acciones Constitucionales de Colpensiones informó que por oficios del 26 de febrero y del 25 de abril de este año, esa entidad suministró respuesta a las peticiones formuladas por la actora con el fin de obtener el pago de sus aportes al régimen subsidiado y para que la Fiduagraria girara el subsidio del periodo 2018-03 y se corrigiera su historia laboral respecto del ciclo 01/2019; sin embargo, esas comunicaciones, remitidas a la dirección aportada por la demandante, fueron devueltas. Por tanto, como las respuestas reúnen los requisitos de claridad, congruencia y precisión, se debe declarar el hecho superado, y en caso de que la peticionaria no se encuentre de acuerdo con ellas, debe acudir a la jurisdicción ordinaria.
2.4 Asesora del Ministerio de Hacienda y Crédito Público indicó que la entidad que representa no es la competente para atender las peticiones de la accionante, pues el Fondo de Solidaridad Pensional es una cuenta especial del presupuesto general de la Nación, adscrita al Ministerio del Trabajo, cartera que es la encargada de manejar los recursos de ese fondo. Así mismo, a pesar de que en la respuesta suministrada por la Fiduagraria se hace alusión a que para el pago del subsidio correspondiente a una vigencia pasada se deben adelantar trámites ante el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, lo cierto es que hasta el momento aquellas entidades no han presentada requerimiento alguno para hacer efectivo ese pago.
2.5 Los demás vinculados guardaron silencio.

3. Se definió la primera instancia con fallo del 25 de julio último, en el  que se resolvió conceder el amparo invocado y se ordenó a los Directores de Ingresos por Aportes, de Administración de Solicitudes y PQRS, de Historia Laboral y de Atención y Servicio de Colpensiones, a los Ministros del Trabajo y de Hacienda y Crédito Público y a los representantes de la Fiduagraria S.A. y de la sociedad BDO Audit S.A., suministrar respuesta de fondo a las peticiones presentadas el 18 de febrero y 5 de abril de este año. Además se desvincularon a los demás funcionarios vinculados.
Para decidir así, la Jueza Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal estimó que como la solicitud de corrección de historia laboral no está contemplada entre las peticiones pensionales que cuentan con un término excepcional para su resolución, se debe aplicar al asunto el plazo general de respuesta. En este, que corresponde a quince días, las entidades accionadas no la suministraron, pues aunque Colpensiones acreditó que los oficios remitidos a la dirección de la actora fueron devueltos por la empresa de correos, dejó de demostrar que haya intentado agotar esa notificación por otros medios, como por ejemplo el correo electrónico. Así mismo, esas respuestas, en las cuales se explica el procedimiento administrativo que se debe surtir para actualizar la historia laboral y que ese trámite podría tardar entre sesenta días y cuatro meses, no cumplen los requisitos jurisprudenciales exigidos, pues para poder aplicar plazos adicionales para emitir contestación, se debe informar de ello al peticionario dentro del inicial plazo de quince días, lo que no ocurrió en este caso. De todas formas, luego de vencido aquel lapso de cuatro meses, no se ha resuelto de fondo la cuestión.   
4. Inconforme con el fallo Asesora del Ministerio de Hacienda y Crédito Público lo impugnó. Alegó que desde la contestación de la tutela se puso en conocimiento que esa cartera no administra el Fondo de Solidaridad Pensional ni tiene injerencia en el Consorcio Colombia Mayor entidades que hacen parte del sector trabajo; la competencia para atender la solicitud de pago del subsidio radica en Colpensiones, la Fiduagraria, de acuerdo con el Decreto 1833 de 2016, y el Ministerio del Trabajo, este último al cual está adscrita esa cuenta especial, de conformidad con el artículo 25 de la Ley 100 de 1993, y es autoridad que tiene asignadas apropiaciones del presupuesto y autonomía para su ejecución, motivo por el cual le corresponde “priorizar el gasto para atender los compromisos adquiridos, así como los subsidios de vigencias anteriores que se hayan pagado con cargo a los recursos del Fondo de Solidaridad Pensional administrado por Fiduagrario”. De igual manera, la accionante encuentra la vulneración de sus derechos solamente en la falta de respuesta de la solicitud que formuló ante Colpensiones. Agregó que la única obligación que tiene el Ministerio de Hacienda y Crédito Público en estos casos, es aportar al presupuesto general de la nación los recursos necesarios para la viabilidad del mencionado fondo.
Solicita se excluya a esa cartera de la orden impuesta.

5. En esta sede la Directora de Acciones Constitucionales de Colpensiones solicitó se declarara el hecho superado ya que mediante oficio del 5 de agosto de 2019, se informó a la accionante que el ciclo 201803 había sido cobrado a la Fiduagraria en esa misma fecha y por tanto, es necesario que esta última entidad valide el estado de afiliación y el pago del subsidio pensional “teniendo en cuenta que esta entidad como administradora del programa es la encargada de realizar las afiliaciones, procesar los retiros y reactivaciones”.

C O N S I D E R A C I O N E S 
1. El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todos los ciudadanos por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2. Corresponde a esta Sala determinar si el derecho de petición, de que es titular la demandante resultó efectivamente lesionado; en caso positivo establecer cuál es la entidad responsable de pronunciarse sobre la solicitud formulada y se definirá si se está frente a un hecho superado, en atención a lo manifestado por Colpensiones.
3. El derecho que se invoca está consagrado en el artículo 23 de la Constitución Política y es catalogado como uno subjetivo de las personas para acudir ante las autoridades o las organizaciones privadas con el fin de obtener se resuelvan las peticiones que ante ellas eleven, que no incluye el derecho a que el pronunciamiento sea en determinado sentido. El ejercicio efectivo de tal derecho implica además el de obtener una pronta resolución. 

La demora en responder o incluso las respuestas evasivas, vagas, contradictorias y en general las que no resulten concretas y por ende, impidan al interesado acceder a la información que solicita o cuando la respuesta lo desoriente o cause incertidumbre respecto a las inquietudes que procura aclarar, violan tal derecho. Así lo ha decantado la jurisprudencia constitucional
:

“El artículo 23 de la Constitución Política consagra el derecho que tienen todas las personas a “presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución”. Además, le otorga al legislador la facultad de reglamentar su ejercicio ante organizaciones privadas para garantizar los derechos fundamentales. (… )
Del mismo modo, la jurisprudencia
 constitucional ha reiterado que el núcleo esencial del derecho de petición comporta los siguientes elementos
:

(i) Formulación de la Petición, esto es, la posibilidad cierta y efectiva de dirigir solicitudes respetuosas a las autoridades y a los particulares, sin que les sea dado negarse a recibirlas o a tramitarlas
; (ii) Pronta Resolución, es decir, la definición de fondo del asunto planteado dentro de un término razonable
, que por regla general ha sido definido por el Código Contencioso Administrativo en 15 días, lapso en el que, si no es posible resolver definitivamente la petición, deberá informarse el momento en que tendrá lugar la resolución de fondo de lo pedido, señalando las razones que motivan la dilación
; (iii) Respuesta de Fondo, o sea, la resolución definitiva de lo pedido, en sentido positivo o negativo, de forma clara -esto es, inteligible y contentiva de argumentos de fácil comprensión-, precisa -de manera que atienda directamente lo pedido sin reparar en información impertinente y sin incurrir en fórmulas evasivas o elusivas
, congruente -de suerte que abarque la materia objeto de la petición y sea conforme con lo solicitado- y  consecuente con el tramite surtido -de manera que, si la respuesta se produce con motivo de un derecho de petición elevado dentro de un procedimiento del que conoce la autoridad de la cual el interesado requiere la información, no basta con ofrecer una respuesta como si se tratara de una petición aislada o ex novo, sino que, si resulta relevante, debe darse cuenta del trámite que se ha surtido y de las razones por las cuales la petición resulta o no procedente
; y (iv) Notificación al Peticionario, es decir, la información efectiva del solicitante respecto de la decisión que, con motivo de su petición, se ha producido 
.
4. La Ley 1755 de 2015, “Por medio de la cual se regula el Derecho Fundamental de Petición y se sustituye un título del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo”, dice en el artículo 13 que toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución; el 14 dice que salvo norma legal especial, toda petición deberá resolverse dentro de los quince días siguientes a su recepción y el parágrafo de la misma norma dice que cuando excepcionalmente no fuere posible resolver la petición en los plazos señalados, la autoridad debe informar esta circunstancia al interesado, antes del vencimiento del término señalado en la ley expresando los motivos de la demora y señalando a la vez el plazo razonable en que se resolverá o dará respuesta, que no podrá exceder del doble del inicialmente previsto.

5. Las pruebas allegadas al expediente, acreditan los siguientes hechos:

5.1 El 18 de febrero de este año, la señora Ana Milena González García solicitó a Colpensiones realizar “cobro al estado de mis aportes en el regimen (sic) subsidiado por los siguientes aportes 03-2018, 09-2018, 10-2018, 11-2018, 12-2018 y 01-2019”
.  
5.2 Mediante oficio del 26 del citado mes, el Director de Ingresos por Aportes de Colpensiones informó que los ciclos 201809 y 201810 ya se encuentran reportados en la historia laboral, el periodo 201811 está en proceso de validación ante la Fiduagraria y respecto de los demás, se procederá a realizar la respectiva cuenta de cobro ante esa entidad, de estar incluidos como “deuda por no pago del subsidio por el Estado”, en caso contrario no podrán ser registrados. Agregó que la cancelación de esos subsidios está sujeta a la validación de la entidad fiduciaria y que una vez se agote ese trámite y se reciba el pago, se procederá a actualizar la historia laboral, actuación que tarda aproximadamente cuatro meses
. 
5.3 El 15 de abril pasado la accionante pidió a Colpensiones se requiriera a la Fiduagraria girar el subsidio por el periodo 2018-03 “ya que esta (sic) en deuda. 2018-12 y 2019-01”
.  
5.4 En escrito del 25 de ese mes, la Directora de Administración de Solicitudes y PQRS de Colpensiones señaló que el valor de los subsidios para los periodos solicitados ya habían sido cobrados a la Fiduagraria; sin embargo, su pago depende de las validaciones que esa última entidad realice, trámite que puede tardar hasta cuatro meses
.
5.5 Ese oficio fue remitido a la dirección suministrada por la accionante en sus solicitudes, pero no pudieron ser entregadas por la causal de “dirección deficiente dirección errada”
.
5.6 En escrito del 5 de agosto último, el Director encargado de Ingresos por Aportes de Colpensiones señaló que “el ciclo 201803 solicitado ya fue cobrado a Fiduagraria mediante cuenta de cobro individual el 05/08/2019 con radicado 2019_10569912” y reiteró que es necesario que esa fiduciaria valide el estado de afiliación y el pago del subsidio pensional, luego de lo cual Colpensiones procederá a realizar la actualización de la historia laboral
.

5.7 Esta última respuesta fue enviada a la dirección reportada por la actora en la acción de tutela
.
5.8 Según la información suministra por la Fiduagraria, en el trámite de la primera instancia, la cuenta de cobro por el periodo 2018-3 le fue presentada por Colpensiones el 24 de abril de este año.
5.9 No hay constancia de que esa última entidad haya surtido la actuación que le corresponde. 
6. Surge de las anteriores pruebas que la respuesta a la solicitud elevada por la actora, no satisface los requisitos determinados en la jurisprudencia atrás transcrita.

En efecto, al margen de lo ocurrido con la indebida comunicación de las dos primeras respuestas, y de la evidente contradicción en que incurrió Colpensiones al informar las fechas en que presentó la citada cuenta de cobro ante la Fiduagraria, tal como lo dedujo la funcionaria de primera instancia, en definitiva a la fecha no se ha resuelto de fondo el asunto como quiera que ninguna información concreta se le ha brindado a la actora en relación con que si el subsidio correspondiente al periodo 2018-03 va a ser incluido en su historia laboral o no.
Así entonces se puede concluir que las entidades llamadas a remediar la lesión causada a la accionante son Colpensiones y la Fiduagraria. La primera, por demorar la remisión de la cuota de cobro aproximadamente dos meses y la segunda, por abstenerse de resolver en tiempo lo que le corresponde, ya que desde cuando la recibió han transcurrido más de tres meses y no se tiene noticia de que haya agotado el trámite para realizar el giro del periodo que resta en la historia laboral de la accionante. A lo anterior cabe agregar que ninguna de esas entidades formuló oposición al fallo de primera instancia.
7. La situación se torna diferente frente a las demás entidades vinculadas al proceso, porque si se tiene en cuenta el trámite que se surte para la materialización del giro del subsidio solicitado, de conformidad con las manifestaciones de las partes, cada una de esas autoridades intervienen en él de esta manera: a) la presentación de la cuenta de cobro de Colpensiones; b) la programación y validación del pago de los subsidios a cargo de la Fiduagraria; c) la revisión de la interventora del contrato fiduciario, en este caso BDO Audit S.A.; d) la autorización del giro por parte de Ministerio de Trabajo y e) el pago de vigencias presupuestales expiradas en el cual se requiere el aval del Ministerio de Hacienda y Crédito Público para la disposición de recursos que no se ejecutaron en el respectivo periodo fiscal. 

Tal como hasta aquí se ha enunciado la actuación administrativa apenas se encuentra en la segunda de esas etapas, es decir que las entidades encargadas de las demás, esto es la interventora BDO Audit S.A. y los Ministerios de Trabajo y Hacienda y Crédito Público, no han podido intervenir en ella y por tanto no se les puede imputar lesión alguna.      
En estas condiciones le asiste razón a la recurrente en lo relativo a su falta de competencia para atender la petición de la accionante, lo que se hace extensivo a aquellas otras dos entidades.   
8. Así las cosas, considera la Sala que tuvo razón el juzgado de primera instancia al conceder el amparo reclamado respecto de Colpensiones y la Fiduagraria y en consecuencia se confirmará la sentencia que se revisa, pero se revocará parcialmente el ordinal segundo para negar la tutela frente a representante legal de  BDO Audit S.A. y los Ministerios de Trabajo y Hacienda y Crédito Público, que no han lesionado el derecho fundamental de petición cuya protección se reclama, en razón a que no han recibido aún la actuación para surtir las labores de su cargo.

Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
R E S U E L V E 
PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, el 25 de julio de este año, en la acción de tutela que instauró la señora Ana Milena González García contra Colpensiones, excepto el ordinal segundo respecto de la orden que se dio al representante legal de la sociedad BDO Audit S.A. y a los Ministros del Trabajo y de Hacienda y Crédito Público, que se REVOCA.  En su lugar, se niega frente a ellos, el amparo concedido.

SEGUNDO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
TERCERO: Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.
Notifíquese y cúmplase,

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA
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